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Como     introducción (sobre participación ciudadana):  

Ya  en  las  alegaciones  presentadas  en  la  información  pública  de  la  ordenanza  de 
convivencia, indicábamos ciertas actuaciones, que al menos no favorecen la participación 
pública en dicho proceso. Esas actuaciones las hemos vuelto a observar (o padecer, sería 
más apropiado)  en el  actual  proceso,  por lo que parece que se  convierte  ya  en una 
tradición.

Cosas tan sencillas (y que al mismo tiempo deberían ser ya normas habituales de 
cualquier administración) como colgar el documento en la web para su difusión y 
favorecer la participación, no ha llegado a producirse en todo el tiempo que la norma ha 
estada sometida a información pública. Esto, completado, por otro lado, con la negativa 
de la corporación de favorecer copias en papel y la imposibilidad de consultar el 
documento en horarios no coincidentes con la jornada laboral habitual sigue incidiendo 
en la nefasta política de participación. Una cosa es la teoría y las buenas palabras de los 
responsables políticos cuando hablan de facilitar los procesos de participación  y otra 
muy diferente la práctica.

¿Cómo  tomar  por  ciertas  las  afirmaciones  que  se  recogen  en  la  ordenanza  de 
instalaciones radioeléctricas cuando hablan de acceso a la información por parte de la 
ciudadanía, si depende de la voluntad política de los mismos responsables?

Objeto de la ordenanza

En su momento,  Ecologistas  en  Acción valoró positivamente el  anuncio de dotar  a 
Huesca de una ordenanza de telecomunicaciones, dada la necesidad que existía (y seguirá 
existiendo si se aprueba definitivamente en los mismos términos que en la aprobación 
provisional) de tomar medidas preventivas que garantizasen la defensa de la salud de los  
habitantes de la ciudad respecto a los riesgos existentes por las ondas electromagnéticas 
de estas infraestructuras. 

Tras la lectura del borrador de ordenanza, la conclusión es clara. Hay una  prioridad de la 
misma: “conseguir un procedimiento de concesión de las preceptivas autorizaciones administrativas que  
resulte ágil y efectivo” siempre que no ponga problemas económicos para las empresas de 
telecomunicaciones. Y para conseguir este objetivo hay que olvidarse de un “pequeño” 
detalle,  ya que lo dificultaría: la salud y calidad de vida de los oscenses. 

Los  estamentos  oficiales  tienen  la responsabilidad y la obligación de promover 
activamente políticas y normas que antepongan la salud pública por encima de cualquier 
interés económico. Al faltar a este principio el ayuntamiento de Huesca con la propuesta 
de ordenanza presentada,  para Ecologistas en Acción su aprobación representaría un 
ejercicio  de  cobardía  hacía  la  ciudadanía  y  de  sumisión  respecto  a  las  empresas  de 
telecomunicaciones. Como organización que tiene sus raíces en el ecologismo social nos 
preguntamos, cómo entrada en la segunda década de siglo XXI, con el actual “debate” y 



preocupación social sobre los riesgos para la salud de las instalaciones radioeléctricas, 
después de las medidas en este sentido que están tomando algunos ayuntamientos, el de 
Huesca pasa olímpicamente de la necesidad de prevenir riesgos que afecten a la salud  y 
calidad de vida de los oscenses.

El  ayuntamiento  de  Huesca  con  la  aprobación  de  esta  ordenanza  en  los  actuales 
términos realizaría una evidente dejación de funciones de sus competencias en sanidad. 
Estas competencias vienen emanadas, entre otras del artículo 42.3 de la Ley 14/1986, de 
25 de abril,  General  de Sanidad; artículos 25 al  27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  
Reguladora de las Bases del Régimen Local;  Artículo 29 de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones; y diversas sentencias del Tribunal Supremo 
que  avalan  las  medidas  adoptadas  por  otros  ayuntamientos,  que  reconocen  que  la 
competencia estatal en telecomunicaciones no excluye la del correspondiente municipio 
para atender a los intereses derivados de su competencias de seguridad, sanidad y medio 
ambiente, y de la necesidad de que los ayuntamientos establezcan condiciones para la 
instalación de antenas y redes de telecomunicaciones para la protección de la salubridad 
pública.

“Los Municipios deben ser garantes de la salud de sus ciudadanos y ser los depositarios y reguladores de  
la preocupación que éstos  tienen sobre la incidencia del aumento de los campos electromagnéticos sobre la  
salud...”

“El papel de los Municipios en la prevención de riesgos sobre la salud de sus ciudadanos ha sido,  
también  desde  siempre,  igualmente  relevante,  y  sigue  siéndolo  en  la  actualidad,  como lo  prueba  la  
pertenencia a sus cometidos históricos el aseguramiento de infraestructuras y los servicios esenciales para  
la salud pública y la atribución asimismo tradicional a los Alcaldes de la responsabilidad para la  
adopción de las primera e inmediatas medidas ante catástrofes e infortunios”.1

El  ayuntamiento  según  indica  el  texto  presentado,  para  la  instalación  de  nuevas 
infraestructuras  de  telecomunicaciones  sólo  tendrá  en  cuenta  criterios  urbanísticos  y 
medioambientales.  Pero  para  adoptar  criterios  medioambientales,  parece  también 
olvidarse, de nuevo, que el medio urbano esta habitado por seres humanos, a los que les 
afectan de manera importante la exposición de campos electromagnéticos. Así como que 
el término medio ambiente, desde el punto de vista jurídico, contempla la calidad de vida 
de vida de las personas.2

La Organización Mundial de la Salud (OMS), a través de la Agencia Internacional para la 
Investigación del Cáncer (IARC), clasificó  el  año pasado (31 de  mayo de  2011)  los 
campos electromagnéticos de radiofrecuencia como "posible cancerígeno en humanos (grupo  
2B)", basándose en un mayor riesgo de glioma –un cáncer del cerebro– asociado con el 
uso de teléfonos móviles. En esta misma clasificación de riesgo 2B ya fueron incluidos 
en 2002 los campos magnéticos de baja frecuencia, es decir, los producidos por torres de 
alta tensión, transformadores urbanos, instalaciones eléctricas, etc. de los que hablaremos 

1 Ordenanza Municipal Reguladora del emplazamiento, instalación y funcionamiento de equipos para la prestación y uso de servicios de 
telecomunicaciones. Ayuntamiento de Leganes.

2 Art. 45.Constitución Española.



más tarde. 

Además,  la  Asamblea del Consejo de Europa aprobó (27  de  mayo  de  2011)  una 
resolución  instando  a  los  gobiernos  europeos  a  adoptar  de  inmediato  las  medidas 
necesarias  y  oportunas  para  reducir  la  exposición de  los  ciudadanos  a  todo tipo de 
radiaciones electromagnéticas. 

En base a todo ello, tal como expresamos en el manifiesto, que Ecologistas en Acción 
firmó  junto  a  más  de  500  organizaciones  sociales  en  el  día  internacional  contra  la 
contaminación electromagnética,  exigimos  a las diferentes administraciones, ente ellas 
las  municipales,   y  a  la clase política en general,  medidas urgentes y concretas para 
proteger la salud de los ciudadanos frente a la creciente contaminación electromagnética 
que nos rodea. 

Por ello, no se debe pasar la oportunidad de la tramitación de una ordenanza como la  
que es objeto de estas alegaciones sin que apliquen  principios de  precaución, entre ellos 
el  establecimiento de  límites máximos legales, que dichos colectivos establecemos, en 
base a la información científica existente en la actualidad en 100 nT (nanoteslas) para las 
radiaciones de baja frecuencia y de 100 μW/m2 (microvatios por metro cuadrado) para 
las de alta frecuencia, basándonos en la Comunicación de la Comisión Europea de 2 de 
febrero de 2000, en la que se manifiesta que "el principio de precaución puede invocarse cuando 
es urgente intervenir ante un posible peligro para la salud humana (…).  Se aplica sobre todo en los  
casos de peligro para la salud pública. Gracias a él  es posible, por ejemplo, impedir la distribución de 
productos que puedan entrañar un peligro para la salud o incluso proceder a su retirada del mercado".  

Existe abundante literatura científica independiente que señala inequívocamente que los 
niveles de contaminación electromagnética a los que está expuesta hoy la población son 
inaceptables y suponen un riesgo grave para la salud o la seguridad de las generaciones 
actuales y futuras, así como para el medio ambiente. Véanse en este sentido la 
Resolución de Viena (1998), la Declaración de Salzburgo (2000), la Declaración de Alcalá 
(2002), el Llamamiento Médico de Friburgo (2002), la Resolución de Catania (2002), el 
Llamamiento de Helsinki (2005), la Resolución de Benevento (2006), la Resolución de 
Londres (2007), el Informe Bioinitiative (2007), el Consejo del Panel Internacional en 
Campos Electromagnéticos (2008), el Llamamiento Holandés (2009), la Resolución de 
Venecia (2008), la Resolución de Benevento (2008), la Resolución de Porto Alegre 
(2009), la Declaración de París (2009), la Convención Internacional de Würzburg (2010), 
la Resolución de Copenhague (2010) y la Declaración de Seletun (2011), entre otros. 

Consideramos  que  no  tener  en  cuenta  este  factor  a  la  hora  de  aprobar  esta  nueva 
normativa de la ciudad de Huesca, aparte de la cuestiones ya apuntadas, es un factor de 
discriminación  hacía  las  personas  con  electrohipersensibilidad  (EHS).  La  situación 
sanitaria, social y laboral de las personas electrohipersibles es muy grave y urgente, tanto 
por  el  sufrimiento  personal  que  implica  como  por  la  vulneración  de  sus  derechos 
humanos, ciudadanos y laborales. 



Hay otras cuestiones necesarias, que debido a la falta de voluntad municipal de tratar el 
tema como un factor de salud, no son tenidas en cuenta como establecer un sistema de 
control municipal de los niveles de emisión, una reserva específica de suelo a la distancia 
de seguridad de zonas de vivienda y trabajo que marca la normativa para este tipo de 
infraestructuras, establecimiento de un registro público actualizado de todas las fuentes 
de emisión de CEM; buscar alternativas a la sustitución, por otras tecnologías que no 
emitan radiaciones, de wifi en sitios públicos, prestando especial atención a las zonas 
sensibles  como  colegios  y  hospitales,  campañas  de  sensibilización  sobre  el  uso 
responsable  de los  teléfonos móviles,  especialmente entre  los  sectores  más jóvenes... 
Pero que mientras no se contemple lo anteriormente expuesto no tiene sentido entrar en 
ello, al igual que en otros capítulos recogidos en la propuesta de ordenanza, dado que la 
misma, desde nuestro punto de vista, pierde toda función. 

Solicitamos  por  ello,  al  Ayuntamiento  de  Huesca  a  que  haga  un  ejercicio  de 
responsabilidad política respecto a sus obligaciones y tenga en cuenta los aspectos de 
Salud pública en la presente ordenanza de instalaciones radioeléctricas.


